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En concreto, en lo referente a la gestión de los Fondos FEDER en España, la lucha contra el fraude se apoya en la 
normativa comunitaria, cuyos principales exponentes son:   

• Reglamento (CE, EURATOM) n.º 2988/95 del Consejo, de 18 de diciembre de 1995, relativo a la protección de 
los intereses financieros de las Comunidades Europeas (Reglamento PIF).   

• Reglamento (EURATOM, CE) n.º 2185/96 del Consejo, de 11 de noviembre de 1996, relativo a los controles y 
verificaciones in situ que realiza la Comisión para la protección de los intereses financieros de las Comunidades 
Europeas contra los fraudes e irregularidades.   

• Reglamento (UE, EURATOM) n. º 883/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de septiembre de 
2013, relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (ROLAF).   

• Directiva (UE) 2017/1371, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2017, sobre lucha contra el 
fraude que afecta a los intereses financieros de la Unión a través del Derecho Penal (Directiva PIF).  

• Reglamento (UE) 2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, por el que se establece una cooperación 
reforzada para la creación de la Fiscalía Europea.   

• Reglamento (UE, EURATOM) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre 
las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión.   

• Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la 
protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión.   

• Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se 
establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.   

• Reglamento (UE) 2021/1060 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de junio de 2021, por el que se 
establecen las disposiciones comunes relativas al FEDER, al FSE Plus, al FC, al Fondo de Transición Justa y 
al Fondo Europeo Marítimo, de Pesca y de Acuicultura, así como las normas financieras para dichos Fondos 
y para el Fondo de Asilo, Migración e Integración, el Fondo de Seguridad Interior y el Instrumento de Apoyo 
Financiero a la Gestión de Fronteras y la Política de Visados.   

Así como, en la normativa de Estado:   

• La Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y de adecuación 
de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha contra el fraude.  

• La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (LGS en lo sucesivo), con especial y explícita 
referencia al fraude en el artículo 20.4.a y en su disposición adicional vigésima tercera.   

• Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, que prohíbe expresamente que sean 
contratados por el sector público quienes hayan sido condenados mediante sentencia firme por delitos, entre otros, de 
fraude, cohecho, malversación, receptación y conductas afines.   

• Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción.  

• Los nuevos instrumentos que aparecen relacionados en el acuerdo de Asociación de España 2021-2027, que 
son los siguientes:  

o Plan de medidas antifraude del Ministerio de Hacienda y Función Pública. o Declaración Institucional contra el 
Fraude.  

o Estrategia Nacional de Lucha contra el Fraude por parte del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude.   

El OI, en sintonía con las funciones y procedimientos que la AG prevé en sus propios sistemas de gestión y control, 
también tendrá que aplicar medidas antifraude a lo largo del proceso de gestión de la ayuda FEDER que se le atribuye, 
una actividad que deberán desarrollar también los beneficiarios, en la medida que les corresponda.   

Todas estas medidas quedarán documentadas y recogidas en Fondos2127.  

El esquema de aplicación de las medidas antifraude que se prevé para el OI sigue lo indicado en la Guía de la Comisión 
Europea para el periodo de programación 2014-2020, sobre Evaluación del riesgo de fraude y medidas anti-fraude 
eficaces y proporcionadas (EGESIF_14-0021-00 de 16/06/2014, disponible en el Canal Informativo de Fondos 2127). Es 
decir, los aspectos para los que deben definirse medidas son: prevención, detección, corrección y persecución del fraude.  

Prevención  

Entendiendo la prevención como una herramienta básica en la lucha contra el fraude, se considera necesario manifestar 
y difundir al máximo la postura antifraude de cada organismo y organización, al igual que promover en el seno de las 
unidades de trabajo una conciencia colectiva consciente de los daños que provoca el fraude y de la decidida voluntad de 
la institución para evitarlo. Así, se considera una interesante medida la declaración pública en este sentido por parte del 
organismo, de modo similar al propuesto en el Anexo 3 de la Guía mencionada, y su publicación en el sitio web del OI 
informativo de FEDER.  

Por otro lado, también en la faceta de prevención, resulta de interés para diseñar medidas proporcionadas y eficaces la 
previa autoevaluación por parte de cada organismo en lo referente a su riesgo de sufrir actuaciones fraudulentas. Para 
ello, es útil la herramienta definida en la referida Guía, en su Anexo 1, que está prevista sobre Excel y contiene una 
metodología para evaluar y cuantificar un riesgo bruto y uno neto de fraude en una organización en las fases de trabajo 
siguientes: selección de candidatos (adjudicatarios, receptores de ayuda, etc.), actividades de verificación, certificación 
y pagos. Para la aplicación de esta autoevaluación se prevé la constitución de un grupo de trabajo antifraude en el OI, 
integrado por miembros de la organización que se autoevalúa, adecuadamente formados e informados de la tipología de 
mecanismos de fraude. En función de los resultados de estos análisis, se deberán diseñar procedimientos que minimicen 
la ocurrencia de casos de fraude, especialmente en las tipologías para las que se identifique como más vulnerable la 
organización, es decir, con más riesgo neto, en terminología de la Guía de referencia. Entre estos procedimientos se 
encuentran los cruces de información con distintas fuentes de interés como la Base de Datos Nacional de Subvenciones, 
los sistemas de información de la Seguridad Social o de la AEAT, como ejemplos.  

Como opciones posibles, entre otras, se enuncian a continuación una serie de medidas que podrán adoptarse para 
reducir el riesgo de fraude:  
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